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ENEMIGOS DEL ESTADO 

 

Humberto Julio Reyes*  

 

La noticia que, recientemente, el 

Tribunal Oral en lo Penal de 

Cañete, había absuelto a un cabo 

de nuestra Armada, acusado por el 

Ministerio Público como autor del 

delito de homicidio simple, contra 

un comunero mapuche, durante 

incidentes registrados el 3 de 

noviembre de 2021, me lleva a 

reiterar anteriores planteamientos, a riesgo de parecer repetitivo y aburrir al 

paciente lector de estas líneas. 

 

 El contexto: 

 

 El Cabo en cuestión obedeció las órdenes de un mando responsable para 

proteger de un ataque armado a una unidad policial, estando vigente un estado 

de excepción constitucional. 

 

 La supuesta víctima pertenecía a uno de los grupos alzados en armas que 

ha declarado la guerra al Estado chileno y que provocó el enfrentamiento en que 

él resultó muerto.  

 

 El proceso: 

 

 El Cabo hubo de defenderse como simple particular, no pudiendo 

intervenir en su defensa ni su institución ni la justicia militar. 

 

 Se sumaron al Ministerio Público otros querellantes, entre ellos el inefable 

INDH. 

 

 En parte de la sentencia absolutoria se establece que “no se pudo 

establecer si la bala que mató a Yordan Llempi fue disparada por el cabo segundo 

Ricardo Seguel”. 
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 Menos mal, sin embargo, tanto el Ministerio Público como el INDH 

analizarán la presentación de recursos de nulidad, algo a lo que ya estamos 

acostumbrados cuando no obtienen una condena en primera instancia. 

 

 Mis comentarios: 

 

 El Ministerio Público, que nos representa como organismo del Estado, 

perseverará, aún si durante el proceso “nunca hubo la menor intención de 

indagar el ataque que sufrió Carabineros y, posteriormente, los Infantes de 

Marina, con armas largas y subametralladoras, por parte de un grupo de 10 a 

15 civiles”, según el abogado defensor Sergio Contreras. 

 

 ¿Y el Consejo de Defensa del Estado? ¿Defendió al acusado para evitar el 

posible perjuicio fiscal como producto de la probable demanda civil? 

 

 ¿Asumió el Estado (su representante), a priori, que su deber se satisface 

defendiendo a quienes voluntariamente violan la ley y acusando a quien, como 

funcionario del Estado, actúa en defensa del estado de derecho? 

 

 ¿No parece algo kafkiano o acaso así sucede en todo país medianamente 

civilizado?   

 

 Más allá de la componente ideológica, siempre presente en estas causas, 

es una serie de reformas judiciales, tramitadas apresuradamente en un 

ambiente donde se priorizaba disminuir la probabilidad de ocurrencia de 

violaciones a los derechos humanos, lo que nos ha llevado al actual estado de 

cosas. 

 

 Una reforma procesal penal garantista respecto a los delincuentes pero 

que no rige para causas en que se procesa a ex uniformados; modificaciones al 

código de justicia militar dejándolo fuera de competencia en causas en que haya 

civiles involucrados; limitaciones administrativas a las facultades propias de un 

estado de excepción; ellas agravadas por el sesgo con que procede 

habitualmente el ministerio público, mientras la defensoría de las víctimas, las 

verdaderas, sigue esperando. 
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 ¿Quiénes son, entonces, los enemigos del Estado a quienes se persigue 

con un empeño digno de mejor causa? ¿Los que lo defienden?  

 También pregunto si hubiera existido absolución de haberse probado que 

el disparo mortal provino del arma del cabo acusado. 

 

 ¿Ello habría significado que no cumplió su deber y que actuó de manera 

dolosa?   

 

 Finalizo imaginando que bastaría que las cortes de apelaciones tuvieran 

la valentía de reconocer, cuando procede, que no hubo pruebas suficientes, para 

que las sobrepobladas cárceles especiales, donde muchos ven transcurrir sus 

últimos años de vida útil, quedaran con escasos huéspedes. 

 

 Lo digo porque dificulto que en alguna causa de derechos humanos se 

haya demostrado la autoría de un homicidio mediante un informe balístico que 

demostrara que la víctima falleció por un impacto del arma del acusado. 

 

 Habitualmente sólo presunciones bastan para que el Estado envíe a 

prisión a sus defensores como si fueran sus enemigos. ¿Harían lo mismo en caso 

de guerra externa? 

 

 

❖ Humberto Julio Reyes. General de Brigada, Especialista de Estado Mayor 

(EM);Magíster en Ciencias Militares y Sociología Militar; Profesor de Historia 

Militar y Estrategia por la AGE; Ex Subsecretario de RREE del Gobierno Militar 

1984/1986. 
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